
BOE núm. 118 Jueves 17 mayo 2001 17483

Agrarias, por lo que se procede a la modificación del
señalado apartado a) del artículo 20 de la Ley 2/1996.

Artículo único.

Se da nueva redacción al apartado a) del artículo
20 de la Ley 2/1996, de 14 de mayo, de Cámaras Agra-
rias de Aragón, quedando el mismo redactado en los
siguientes términos:

«a) Ejercer cargo público, ya sea de elección pública
o de designación directa, salvo los de alcalde o concejal.»

Disposición final.

La presente ley entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el «Boletín Oficial de Aragón».

Así lo dispongo a los efectos del artículo 9.1 de la
Constitución y los correspondientes del Estatuto de Auto-
nomía de Aragón.

Zaragoza, 25 de abril de 2001.

MARCELINO IGLESIAS RICOU,
Presidente

(Publicada en el «Boletín Oficial de Aragón» número 51,
de 2 de mayo de 2001)

COMUNIDAD AUTÓNOMA
DE CASTILLA Y LEÓN

9345 LEY 1/2001, de 4 de mayo, por la que se
establece el programa de actuación en las
comarcas mineras 2000-2003.

Sea notorio a todos los ciudadanos que las Cortes
de Castilla y León han aprobado y yo en nombre del
Rey y de acuerdo con lo que se establece en el artícu-
lo 16.4 del Estatuto de Autonomía, promulgo y ordeno
la publicación de la siguiente ley.

El Sector Minero, por la importancia que tiene para
el empleo en determinadas zonas del territorio de la
Comunidad de Castilla y León donde se ubican las explo-
taciones mineras, es el motor económico más importante
de las mismas. En base a ello, ha sido objeto de especial
atención y ha recibido apoyos importantes, con cargo
a los presupuestos de las Administraciones para favo-
recer la continuidad de las explotaciones, así como para
fomentar el desarrollo de otra minería alternativa a la
energética.

En lo que afecta al sector del carbón, hay que destacar
la trascendencia de los cambios estructurales que se
están produciendo en el mismo. En este sentido y como
consecuencia de la Decisión 3632/93/CECA, relativa
al Régimen Comunitario de las Intervenciones de los
Estados Miembros en favor de la Industria del Carbón,
se ha firmado el Plan del Carbón, desarrollado por el
Real Decreto 2020/1997.

No obstante, la dirección de las medidas no debe
apuntar en exclusiva al ámbito técnico y económico, refe-
rido a las empresas que componen el sector, lo que
podría resultar estrecho e insuficiente, sino que debe
considerar las repercusiones que se manifiestan inevi-
tables sobre la economía de los territorios que localizan
la actividad minera, de la que monográficamente depen-
den tratando de paliarlas en lo posible.

Por todo ello se considera que la intervención pública
debe contemplar las siguientes actuaciones:

La primera incluye el conjunto de medidas destinadas
a las empresas del sector minero, para la mejora de
la productividad, conseguir mayores niveles de seguridad
así como un mejor conocimiento de los recursos explo-
tables mediante la exploración e investigación.

La segunda actuación comprende las medidas diri-
gidas a impulsar la modernización, aplicación y diver-
sificación de las actividades económicas actualmente
existentes en las zonas mineras. Se pretende así com-
pensar la debilidad con que frecuentemente se mani-
fiestan en las zonas mineras las ventajas competitivas
para la localización de una actividad productiva alter-
nativa.

En la tercera actuación se contemplan un conjunto
de medidas dirigidas a mejorar la dotación e infraes-
tructura de los municipios mineros con un doble objetivo,
por un lado mejorar el Hábitat de los mismos y por otro
realizar las mejoras necesarias en las comunicaciones
entre los centros productores y de consumo con el fin
de abaratar los costes de transporte o impulsar el
desarrollo de las cuencas.

La cuarta actuación, relativa a formación, comprende
un conjunto de acciones destinadas a mejorar la cua-
lificación profesional de los habitantes de las comarcas
mineras con objeto de favorecer la implantación de acti-
vidades alternativas a la minería.

Esas actuaciones previstas serán complementadas
por otras acciones sectoriales de la Administración con
políticas de comunicaciones, reactivación industrial,
creación de empleo, recuperación medioambiental y
turismo rural en las zonas mineras, así como la elabo-
ración de un Programa de apoyo a la Seguridad Laboral
en el Sector.

Tras el análisis de los resultados de la Ley de Actua-
ción Minera para el período 1996-1999, que ha pro-
porcionado un horizonte temporal suficientemente
amplio para la formulación de objetivos y proyectos se
presenta esta nueva Ley para el período 2000-2003.

Artículo 1. Objeto.

La Administración de la Comunidad Autónoma de
Castilla y León desarrollará durante el período
2000-2003 el Programa de Actuación Minera, en el que
se integran, además de los fondos previstos en la pre-
sente Ley, aquellos otros programas que con referencia
específica a la minería pudieran articularse en el futuro
con cargo a fondos comunitarios y a los fondos pro-
cedentes de otras Administraciones gestionados por la
Junta de Castilla y León como consecuencia de con-
venios suscritos. La duración del Programa de Actuación
Minera para las empresas de la minería del carbón, some-
tidas a la Decisión 3632/93 CECA, se limitará a la vigen-
cia de ésta, salvo que la misma sea prorrogada o sus-
tituida por otra que permita el tipo de ayudas que aquí
se establecen.

Artículo 2. Incentivos al Sector Minero y seguridad
minera.

Con el fin de mantener la viabilidad de las explo-
taciones, mejorar las condiciones y la seguridad en el
trabajo, podrán ser objeto de ayudas los proyectos que
realicen las empresas en el ámbito de la Comunidad
Autónoma de Castilla y León, relativos a explotación (in-
fraestructura, preparación y equipamiento), investigación
geológica minera, formación y seguridad minera, medio
ambiente e investigación y desarrollo (I + D). Tendrán
prioridad en la percepción de estas ayudas las empresas
que mantengan empleo estable.
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Las empresas mineras sometidas a la Deci-
sión 3632/93/CECA podrán obtener las ayudas previs-
tas en los artículos 5, 6 y 7 de esta Decisión cuyo importe
máximo para el período de vigencia de esta Ley ascen-
derá a 6.000 millones de pesetas, previa autorización
de la Comisión Europea en las condiciones expresadas
en el Régimen Comunitario de Integración de los Estados
Miembros en favor de la industria hullera en vigor.

Estas ayudas no serán compatibles con las compen-
saciones que pudieran percibirse en caso de cierre o
cese de actividad.

La convocatoria, concesión y pago de las ayudas pre-
vistas en la presente Ley, se realizarán con plena sujeción
a la normativa europea en materia de ayudas de Estado
y de ayudas a la minería del carbón, así como las corres-
pondientes autorizaciones que, de cada régimen de ayu-
das, conceda la Comisión Europea.

La Junta de Castilla y León, a fin de conseguir la
máxima eficacia en su política de Seguridad Laboral,
elaborará en colaboración con los Agentes Sociales y
Económicos un programa de apoyo en prevención de
accidentes para las empresas del Sector Minero de nues-
tra Comunidad. Incrementando a tal efecto las aporta-
ciones económicas durante el periodo de vigencia del
Programa de Actuación Minera.

Artículo 3. Incentivos para la diversificación económica.

A fin de favorecer la diversificación de la actividad
productiva en las cuencas mineras del carbón, podrán
concederse ayudas a proyectos de inversión a las indus-
trias y empresas de servicios que se localicen en dichos
territorios, siempre que reúnan los requisitos de viabi-
lidad técnica, económica, financiera y medioambiental,
y se autofinancien en al menos un 30 por 100 de la
inversión.

Estas ayudas serán compatibles con las que puedan
aportar otras Administraciones Públicas u otros entes
Públicos o Privados, nacionales o internacionales, siem-
pre que en su conjunto no superen el coste de la inver-
sión, gasto o actividad a desarrollar por el beneficiario,
ni se superen los límites máximos de ayudas fijados por
la Comisión Europea, así como la normativa sobre acu-
mulación y supervisión de Fondos Estructurales.

A los efectos de esta Ley, tendrán la consideración
de territorios mineros aquellos en los que concurran algu-
na de las siguientes circunstancias: Que existan o hayan
existido explotaciones mineras o que exista una depen-
dencia de la minería para su economía.

Por parte de la Junta, se tratará de aunar esfuerzos
con las diferentes Administraciones para favorecer la
reactivación económica de estas zonas. Tendrán un tra-
tamiento más favorable los proyectos que se ubiquen
en aquellos municipios más afectados por la reestruc-
turación de la minería del carbón, en términos de pérdida
de empleo y de explotaciones mineras. Estos incentivos
serán desarrollados por la Junta de Castilla y León a
través de la Agencia de Desarrollo Económico.

Artículo 4. Mejora del Hábitat Minero.

1. Podrán concederse subvenciones de hasta el 90
por 100 del coste de los proyectos que promuevan las
entidades locales de las zonas mineras de la Comunidad
Autónoma que tengan por objeto mejorar la calidad de
vida de sus habitantes, recuperar, siempre que el orde-
namiento jurídico lo permita, antiguas explotaciones o
instalaciones mineras para su uso y disfrute por la pobla-
ción en general o para el establecimiento de otras acti-
vidades, mantener las actividades económicas existentes
o favorecer la creación de fuentes de riqueza alternativas
a la minería. Tendrán preferente atención los proyectos

que se propongan corregir el impacto ambiental que
provocan las explotaciones mineras sobre el medio natu-
ral y los que se refieran a necesidades básicas de los
municipios.

2. Las ayudas de la Junta podrán ser destinadas
a cubrir los porcentajes de financiación exigidos a las
Entidades Locales para la cofinanciación de proyectos
en la normativa estatal.

3. La Junta de Castilla y León anticipará el 50
por 100 de las ayudas concedidas.

Artículo 5. Formación Profesional.

La Junta de Castilla y León estimulará la adecuación
de los trabajadores al mercado laboral y el incremento
de la productividad de la mano de obra de las zonas
afectadas por la reordenación del sector minero. A tal
efecto establecerá mecanismos de aplicación específica
y prioritaria de las actuaciones cofinanciadas por el Fon-
do Social Europeo en relación con la formación profe-
sional ocupacional, complementadas, en su caso, con
acciones de orientación profesional.

Artículo 6. Comunicaciones, Agricultura, Promoción
Turística, Protección del Patrimonio, Medidas
Medioambientales y Programas de Acción Social.

Una vez aprobada la presente Ley, la Junta de Castilla
y León, en el plazo de seis meses, indicará las actua-
ciones que se van a llevar a cabo en las distintas áreas
de actuación.

1. Comunicaciones.—Se desarrollarán las activida-
des necesarias encaminadas a la mejora de las comu-
nicaciones en los municipios mineros de Castilla y león.
A tal fin se elaborará por la Junta de Castilla y León
un Plan Especial de Comunicación de los municipios
mineros con las vías rápidas, con el objeto de facilitar
su desarrollo económico y la mejora de las condiciones
de vida de sus habitantes.

2. Agricultura.—La Junta de Castilla y León, a través
de la Consejería de Agricultura y Ganadería, elaborará
un plan de fomento de la Agricultura y Ganadería en
los territorios afectados por la reordenación minera.

3. Promoción Turística:

a) La Dirección General de Turismo fomentará las
infraestructuras turísticas en los territorios mineros,
mediante líneas de apoyo a proyectos de inversión turís-
tica ubicados en zonas mineras, promovidos a iniciativa
de Entidades Locales.

b) Durante cada año de la vigencia del Programa,
la «Sociedad de Promoción del Turismo de Castilla y
León, Sociedad Anónima» (SOTUR, S.A.) incluirá en su
campaña promocional actuaciones específicas sobre
territorios mineros.

4. Protección del Patrimonio.—La Junta de Castilla
y León, a través de la Consejería de Educación y Cultura,
elaborará un Programa de Preservación de la Arqueo-
logía Industrial incluido en el Plan de Intervención del
Patrimonio Histórico de Castilla y León, y referido a los
territorios mineros.

5. Medidas Medioambientales:

a) La Junta de Castilla y León supeditará el pago
de ayudas y subvenciones a explotaciones mineras al
estricto cumplimiento de sus obligaciones medioambien-
tales y de restauración.

b) La Junta, a través de la Consejería de Medio
Ambiente, aprobará un Plan Forestal, y un Plan Global
de Recuperación de Terrenos afectados por actividades
mineras abandonadas.
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6. Programas de Acción Social:

1. La Junta de Castilla y León, a través de su Con-
sejería de Sanidad y Bienestar Social, atenderá con espe-
cial interés los aspectos sociales en los territorios afec-
tados por la reordenación del Sector Minero, contem-
plándolos en los distintos Planes Sectoriales de Servicios
Sociales (Personas Mayores, Personas con Discapacidad,
Infancia y Exclusión Social).

2. A través de los instrumentos financieros desti-
nados a tales actuaciones especiales, se tendrá en con-
sideración a las Entidades Locales y a las entidades sin
ánimo de lucro que realicen en los territorios mineros
acciones contempladas en los mencionados Planes.

Artículo 7. Beneficiarios.

Podrán acogerse a subvenciones con los fondos pre-
vistos en esta Ley, las asociaciones, empresas privadas
y entidades públicas o privadas reconocidas por la Admi-
nistración de Castilla y León, que desarrollen proyectos
o actuaciones dirigidas a la promoción de las comarcas
mineras y al fomento de la participación, con especial
referencia a las Universidades.

Artículo 8. Convocatorias.

1. La concesión de las subvenciones previstas en
los artículos anteriores requerirá su convocatoria que
podrá realizarse para todo el período de vigencia de esta
Ley.

Las órdenes de convocatoria para la concesión de
las subvenciones a la inversión a que se refiere la pre-
sente Ley se ajustarán a lo dispuesto en las normas
generales relativas a incentivos a la inversión en Castilla
y León y se publicarán en el «Boletín Oficial de Castilla
y León».

2. Las órdenes de convocatoria contendrán, como
mínimo, además de los extremos exigidos por el artícu-
lo 122 de la Ley de la Hacienda de la Comunidad de
Castilla y León, los siguientes:

a) Plazo máximo para dictar y notificar las resolu-
ciones a las solicitudes de los interesados concediendo
o denegando la subvención solicitada, efectos del silen-
cio y recursos que proceden contra la resolución expresa
o presunta, de conformidad con lo establecido en el artí-
culo 49 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, y el artículo 122.6
de la Ley 7/1986, de 23 de diciembre, de Haciendo
de la Comunidad de Castilla y León.

b) Características del calendario de ejecución con
especificación de los proyectos individuales o fases que
correspondan a cada anualidad.

c) Compatibilidad con otras ayudas para la misma
finalidad siempre que en su conjunto no superen los
límites máximos establecidos en la normativa aplicable
en cada caso.

Artículo 9. Autorización del gasto.

Cuando así se establezca en la convocatoria, los expe-
dientes de gasto correspondientes a cada proyecto o
a las distintas fases de un mismo proyecto, cuando éstos
sean técnicamente divisibles en fases susceptibles de
ser autorizadas separadamente, podrán ser aprobados,
de acuerdo con las disponibilidades presupuestarias, en
el momento de tramitarse la primera liquidación de ayu-
da, formulándose disposiciones de crédito para los ejer-
cicios que procedan en función de las previsiones esta-
blecidas en el calendario de ejecución.

Artículo 10. Comisión de Seguimiento. Seguimiento
del Programa.

1. Se creará una Comisión de Seguimiento cuyas
funciones serán las de efectuar la coordinación necesaria
entre las Consejerías de la Junta de Castilla y León para
el desarrollo de las actuaciones contenidas en la presente
Ley.

2. La Comisión Regional de Minería realizará un
seguimiento permanente del cumplimiento presupues-
tario, la eficacia y la eficiencia del Programa. A tal fin
la Consejería de Industria remitirá semestralmente un
informe detallado del grado de ejecución y cumplimiento
del Programa. Asimismo en el cuarto trimestre de cada
año la Junta de Castilla y León presentará los Proyectos
de las inversiones previstas en dicho Programa para el
ejercicio siguiente.

3. La Junta presentará anualmente en la Comisión
de Industria de las Cortes de Castilla y León un informe
sobre el cumplimiento del Programa de Ordenación
Minera. Los Grupos Parlamentarios de las Cortes de Cas-
tilla y León recibirán copias de los documentos remitidos
por la Consejería a la Comisión Regional de Minería.

Disposición adicional primera.

En los proyectos de Presupuestos Generales de la
Comunidad correspondientes a los ejercicios de 2001,
2002 y 2003, la Junta de Castilla y León preverá los
créditos necesarios para que junto con los asignados
en el ejercicio 2000, se alcance al cabo de los cuatro
años de vigencia del programa un total de veintiocho
mil millones de pesetas, destinados a financiar las accio-
nes que se contemplan en la presente Ley y que supon-
drá una aportación excepcional para estas Comarcas
Mineras.

Disposición adicional segunda.

Los créditos relativos al Programa de Actuación Mine-
ra que a la finalización de cada ejercicio no estén vin-
culados al cumplimiento de obligaciones ya reconocidas,
podrán incorporarse al estado de gastos del presupuesto
del ejercicio siguiente durante la vigencia del programa,
previa aprobación de la Junta.

En el último año de vigencia, la Junta de Castilla y
León, tras la valoración de la efectividad del Programa,
presentará un nuevo Proyecto de Ley reguladora para
un nuevo período.

Disposición derogatoria.

Queda derogada la Ley 3/1997 de 14 de abril, por
la que se establece el Programa de Actuación Mine-
ra 1996-1999 «Programa de Actuación en las Comarcas
Mineras 1996-1999», así como las normas dictadas en
el desarrollo de la misma y cualquier otra, de igual o
inferior rango, en lo que se oponga a lo dispuesto en
la presente Ley.

Disposición final primera.

Se autoriza a la Junta de Castilla y León para que,
a propuesta de la Consejería competente por razón de
la materia, dicte las disposiciones necesarias para el
desarrollo y ejecución de cuanto se dispone en la pre-
sente Ley, así como para la realización de las operaciones
presupuestarias necesarias para el cumplimiento del
Programa.
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Disposición final segunda.

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el «Boletín Oficial de Castilla y
León».

Por lo tanto, mando a todos los ciudadanos a los
que sea de aplicación esta Ley la cumplan, y a todos
los Tribunales y Autoridades que corresponda que la
hagan cumplir.

Valladolid, 4 de mayo de 2001.

JUAN VICENTE HERRERA CAMPO,
Presidente

(Publicada en el «Boletín Oficial de Castilla y León» suplemento
al número 88, de 8 de mayo de 2001)

9346 LEY 2/2001, de 4 de mayo, por la que se
modifica la Ley 1/1995, de 6 de abril, de
Cámaras Agrarias de Castilla y León.

Sea notorio a todos los ciudadanos que las Cortes
de Castilla y León han aprobado y yo en nombre del
Rey y de acuerdo con lo que se establece en el artícu-
lo 16.4 del Estatuto de Autonomía, promulgo y ordeno
la publicación de la siguiente Ley.

La Ley 1/1995, de 6 de abril, de Cámaras Agrarias
de Castilla y León (”BOCyL» n 71, de 12 de abril) se
dictó en ejercicio de la competencia exclusiva que en
materia de «Agricultura, Ganadería, Industrias Agroali-
mentarias y Zonas de Montaña, de acuerdo con la orde-
nación general de la economía» atribuía el artículo 26.1.9
del Estatuto de Autonomía aprobado por Ley Orgáni-
ca 4/1983, de 25 de febrero, a la Comunidad Autónoma
de Castilla y León. Actualmente artículo 32.1.7.a según
redacción dada por la Ley Orgánica 4/1999, de 8 de
enero.

Asimismo se ejercía la competencia que la Ley Orgá-
nica 9/1992, de 23 de diciembre, de transferencia de
competencias a Comunidades Autónomas que accedie-
ron a la autonomía por la vía del artículo 143 de la
Constitución, transfería a la Comunidad Autónoma de
Castilla y León para el desarrollo legislativo y ejecución
en materia de Corporaciones de Derecho Público repre-
sentativas de intereses económicos y profesionales.

Transcurridos seis años desde la entrada en vigor
de la Ley, una serie de circunstancias aconsejan que
se proceda a su modificación. En primer lugar, razones
de eficacia llevan a dotar de mayor duración el periodo
de mandato de los miembros del Pleno de las Cámaras
Agrarias Provinciales, ofreciendo cobertura legal a esta
modificación la Ley 23/1991, de 15 de octubre, dictada
como consecuencia de la Sentencia del Tribunal Cons-
titucional 132/1989, de 18 de julio, y la Ley 37/1994,
de 27 de diciembre, que introducen modificaciones en
la Ley 23/1986, de 24 de diciembre, por la que se
establecen las Bases del Régimen Jurídico de las Cáma-
ras Agrarias, atribuyendo el carácter básico al artícu-
lo 8.3 de la misma (en su redacción dada por la
Ley 23/1991) que establece: «el mandato de los miem-
bros de las Cámaras Agrarias será, como mínimo, de
tres años, y, como máximo, de cinco años, eligiéndose
la totalidad de los mismos, en cada proceso electoral,
dentro de cada circunscripción».

En segundo lugar, la mayor duración del periodo de
mandato de los miembros del Pleno de las Cámaras
Agrarias les atribuiría mayor estabilidad en su actuación
y una injerencia menor en el proceso de adjudicación
del patrimonio de las Cámaras Agrarias Locales. En efec-
to, la Ley 1/1999, de 4 de febrero, de Ordenación de

los Recursos Agropecuarios Locales y de la tasa por
aprovechamiento de los pastos, hierbas y rastrojeras
(«Boletín Oficial de Castilla y León» número 29, de 12
de febrero), y su Reglamento aprobado por Decreto
307/1999, de 9 de diciembre («Boletín Oficial de Castilla
y León» número 239, de 14 de diciembre) han supuesto
el establecimiento, en buena parte del ámbito rural, de
las Juntas Agropecuarias Locales como entidades lla-
madas a gestionar en sus ámbitos competenciales, los
bienes y derechos de interés colectivo cuya titularidad
hubiere venido correspondiendo a las Cámaras Agrarias
Locales.

El procedimiento de liquidación y adjudicación del
patrimonio de las Cámaras Agrarias Locales se inicia
con el Decreto 223/2000, de 26 de octubre («Boletín
Oficial de Castilla y León» número 211, de 31 de octubre
de 2000) y se desarrolla por la Orden de la Consejería
de Agricultura y Ganadería de 22 de noviembre de 2000,
(«Boletín Oficial de Castilla y León» número 235, de 5
de diciembre de 2000), en la que se establece el plazo
de dos años desde la entrada en vigor del Decre-
to 223/2000, como fecha límite para la presentación
de todas las solicitudes de adjudicación de patrimonio,
siendo a partir de este momento cuando la Junta de
Castilla y León, a través de la Consejería de Agricultura
y Ganadería, oídas las Organizaciones Profesionales
Agrarias más representativas, procederá, como medida
de cierre para evitar patrimonios yacentes, a la adopción
de los acuerdos oportunos de atribución del patrimonio
no solicitado en dicho plazo.

De lo expuesto se infiere que el procedimiento de
constitución de las Juntas Agropecuarias Locales y pos-
terior adjudicación del patrimonio de las Cámaras Agra-
rias Locales se encuentra actualmente en un momento
crucial, y dado el protagonismo que en su desenvolvi-
miento tienen las Cámaras Agrarias Provinciales, par-
ticipando activamente en ambos procesos, parece con-
veniente prolongar el mandato de los actuales miembros
del Pleno de las Cámaras Agrarias hasta la conclusión
de dicho procedimiento, en aras a no interferir con el
inicio de un proceso electoral en su normal desarrollo.

En tercer lugar, hay una razón económica que justifica
prolongar hasta el límite máximo permitido por la legis-
lación básica estatal, la duración del mandato de los
miembros del Pleno de las Cámaras Agrarias; y no es
otra que el elevado coste que supone para las Orga-
nizaciones Profesionales Agrarias la celebración del pro-
ceso electoral, que se podría minorar de forma consi-
derable si la renovación del mandato de los miembros
del Pleno de las Cámaras Agrarias fuera quinquenal.

Por último, se han advertido dificultades en la apli-
cación del artículo 23.1 de la Ley 1/1995, por el que
se establece la composición y funciones de la Junta Elec-
toral Regional, dificultades derivadas de la renovación
de sus miembros cada cuatro años por mitades.

Parece más adecuado el tratamiento que la Ley Orgá-
nica 5/1985, de 19 de junio, de Régimen Electoral Gene-
ral da al tema de la renovación de los miembros de
la Junta Electoral Central en su artículo 9.3: «la reno-
vación de la Junta Electoral Central se produce en su
totalidad al inicio de la siguiente Legislatura».

Siguiendo este criterio, la renovación de la Junta Elec-
toral Regional se produciría por completo, cada cinco
años, una vez constituidos los Plenos de las Cámaras
Agrarias, siendo designados los miembros correspon-
dientes a las OPAS en función de la representatividad
obtenida en las elecciones a Cámaras que acabaran de
celebrarse.


